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	Exp. 07-000616-163-CA 

No. 055-2010-IX 

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN NOVENA. SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ. Goicoechea, a las once horas del treinta y uno de mayo del dos mil diez. 

Proceso ordinario establecido por ALONSO SANCHEZ VALVERDE, mayor, divorciado una vez, comerciante, portador de la cédula de identidad uno-setecientos treinta y siete-ciento cincuenta, vecino de Limón, en su calidad de apoderado generalísimo sin límite de suma de PRODUCCIONES FIBE, SOCIEDAD ANÓNIMA, portadora de la cédula jurídica tres-ciento uno-ciento cuatro mil doscientos quince contra la MUNICIPALIDAD DE TALAMANCA, representado por el señor RUGELI MORALES RODRÍGUEZ, mayor, divorciado, Alcalde de la Municipalidad de Talamanca, portador de la cédula de identidad siete-cero setenta y ocho-setecientos treinta y seis, vecino de Bribrí Centro. 

RESULTANDO: 

1.-

Determinada la cuantía de este proceso en la suma de cien millones de colones (¢ 100.000.000.00) (Visible a folio 134 de los autos), la representación del actor solicita que en sentencia se declare: "Por lo anterior solicitamos se declare nulo el procedimiento y el acto administrativo por existir derechos subjetivos e intereses legítimos. Se condene al demandado al pago de los daños y perjuicios. Se condene al demandado a las costas procesales y personales del presente proceso” (visible a folio 90 de los autos). 

2.-

El demandado, contestó negativamente la demanda, y no opuso excepciones (ver folios 93 a 99 de los autos). 

3.-

Que en sentencia número 3184-2009 de las quince horas del diez de diciembre del dos mil nueve, la Jueza Yetty Patricia Hernández Orias, resolvió: "Se declara sin lugar la presente demanda interpuesta por Producciones Fibe, S.A contra la Municipalidad de Talamanca. Se condena al actor al pago de ambas costas de este proceso. Notifíquese.- 

(folios 141 a 152) 

4.-

Inconforme con lo resuelto por el A-quo, la sociedad actora apeló y fue admitido su recurso, y en virtud del cual conoce este Tribunal en alzada. 

5.-

En auto de las dieciséis horas del doce de mayo del dos mil diez, se previno a la parte recurrente que presentara el poder especial judicial otorgado en favor de la Licda. Denia María Fernández Morales, quien suscribió el recurso de apelación (ver folio 164) 

6.-

En memorial presentado el 18 de mayo del 2010, la parte apelante aportó la copia con el sello recibido original y firma respectiva del respectivo contrato de mandato, con el que demuestra que lo presentó el mismo día y hora en que interpuso la demanda, en fecha 12 de junio del 2007 a las once horas con siete minutos, por lo que se tiene por cumplida la prevención (ver folios 4, 169 y 2170 de los autos). 

7.-

En los procedimientos se han observado las prescripciones de rigor, sin que se noten causales de nulidad susceptibles de invalidar lo actuado. Esta sentencia se dicta en el tiempo que le resulta permisible al Despacho atender, previa deliberación de rigor. 

Redacta la Jueza Solano Ulloa; y, 

CONSIDERANDO: 

I.-

De los hechos probados.- 

Para una mejor comprensión de los hechos tenidos por probados, se sustituyen los que la Juez de Instancia determinó, por existir una serie de omisiones en su consignación, para que se tengan de la siguiente manera los siguientes hechos útiles y relevantes: 1.) Que la sociedad actora, presentó ante la Municipalidad de Talamanca, solicitud de concesión de un lote ubicado en la zona marítimo terrestre, en fecha 15 de abril del 2004, localizado en Puerto Viejo de Cahuita, cantón de Talamanca, con una medida de cuatro mil quinientos cinco metros cuadrados, veinticinco decímetros cuadrados, linda al norte con zona pública inalienable, sur con calle pública con frente de sesenta y un metros noventa y dos centímetros, este Peter Fischer y Federico Picado Odio, oeste Norma Ortiz y otros, alegando que lo venía poseyendo (ocupando) desde 1988 y al que le había hecho mejoras consistentes en cercas de alambre en cuatro costados, más limpieza y mantenimiento (ver constancia a folio 87, solicitud a folios 94 y 95, ambos del del expediente administrativo ). 2 ) Que sobre dicho lote se confeccionó posteriormente el plano catastrado número L-1108809-2006 de fecha 01 de noviembre del 2006, con variación en su cabida, resultando ahora de cuatro mil trescientos setenta y ocho metros cuadrados con veinte decímetros cuadrados (4378,20 m2) que colinda al norte con zona pública inalienable, sur calle pública, este Joseph John Korchmaros y Federico Picado Odio, y oeste Norma Ortiz Chavarría. y leves modificaciones en los linderos (ver plano a folio 27 del expediente administrativo) 3) Que en dicho lote la parte actora había instalado un contenedor de trailer sin permiso municipal, por lo que el 14 de setiembre del 2004 la Municipalidad de Talamanca le concedió de tres días para retirarlo (ver folios 76, 77, 82 y 83 del expediente administrativo). 4) Que ante la inobservancia de la prevención municipal, el Concejo Municipal de Talamanca, en sesión ordinaria N.º 117 del 8 de setiembre del 2004 en acuerdo N.º 5 suscribió un acuerdo a efectos de pedir "colaboración a la Fuerza Pública para sacar dicho vehículo de lote municipal. Acuerdo aprobado por unanimidad..." 

(Visible a folio 81 del expediente administrativo). 5) Que mediante acuerdo N.º 6 de la sesión extraordinaria N.º 94 del 19 de agosto del 2005 el Concejo Municipal de Talamanca acordó denegar solicitud de uso de suelo a Producciones Fibe S.A. en los siguientes términos: "... 1.- 

Considerando que estamos en un país de derechos nos es grato contestarle lo siguiente: a) Nadie, absolutamente nadie, es dueño ni propietario de ningún terreno en la Zona Marítima terrestre desde el año 1977; b) Solo la Municipalidad es dueña absoluta de la franja de los 200 mts de Zona Marítimo Terrestre, según Ley 6043; c) En consecuencia amparado por la Ley 6043 es la única que puede dar un uso de suelo si así lo considera necesario, siempre y cuando sea en forma precaria según dictamen de la Procuraduría General de la República C-100-95 del 10/5/95 y C-157-95 del 17/7/95; d) En síntesis la Municipalidad, bajo la facultad que tiene podrá otorgar o no permisos de uso de suelos en forma precaria a la o las personas que así lo soliciten cuando así lo consideren conveniente, según lo establece la Ley 6043 de la ZMT del año 1977. Por lo tanto: por todo lo anterior expuesto este Concejo Municipal amparado en los artículos 169 y 170 de la Constitución Política, acuerda denegar la solicitud de uso hasta tanto pueda demostrar la finalidad del porqué está solicitando el uso del suelo. Ver dictamen de la Procuraduría General de la República AAA-951-2004 de 27/08/04 y artículo 154 de la Ley General de la Administración Pública..." 

(énfasis suplido, ver prueba a folio 69 de los autos). 6) Que mediante nota fechada 29 de junio del 2006 el representante de la sociedad actora procedió a referirse en contra del anterior acuerdo, y solicitó, en lo que interesa para los efectos del proceso, los siguiente: "Se proceda a la anulación del presente acto administrativo emanado del Concejo Municipal en perjuicio de mi representada. Se señale expresamente que la finalidad de solicitar el uso de suelo, es la turística y la razón... es la seguridad jurídica. Se proceda a certificar con vista en los registros que lleva esta Municipalidad, desde cuando Producciones Fibe, S.A y demás datos de lo mismo indicado arriba supra, ha cancelado el derecho de ocupación en milla marítima... Indicar ... cuales son las razones por las cuales ahora deniega el uso de suelo ... se proceda a realizar un reconocimiento in situ, con el fin de determinar la actividad propiamente dicha de los inmuebles que posee Producciones Fibe Sociedad Anónima. Indicar en qué estado se encuentra el plan regulador dentro de la Municipalidad y que se aplica en la actualidad para decidir quién se le otorga el derecho de uso.... Indicar porqué cobró durante años permiso de ocupación a Producciones Fibe Sociedad Anónima..." 

A dicho documento agregó la parte actora, recibos expedidos por la Municipalidad, en la que pagaba impuestos de bienes inmuebles, derechos de ocupación, impuestos de construcción de vivienda, más permisos de construcción y declaración de bienes inmuebles. (Visible de folio 53 de 68 del expediente administrativo). 7) Que atendiendo a la nota presentada el 29 de junio del 2006 indicada supra, mediante sesión ordinaria N.º 39 del 7 de febrero del 2007 el Concejo Municipal de Talamanca, mediante acuerdo N.º 12 suscribió un acuerdo que ordena realizar una inspección in situ que se llevaría a cabo el 22 de febrero de 2007, a las trece horas a efectos de corroborar el tipo de uso y ocupación que se le esta dando al terreno, a fin de resolver en definitiva sobre la solicitud de permiso de uso presentada, en presencia de la Comisión de zona marítimo terrestre, el asesor legal, ingeniero y demás partes interesadas (Visible de folio 39 a 40 del expediente administrativo). 8) Que en el reconocimiento indicado, se apreció que el terreno permanecía cercado y con un contenedor que se indicaba como propiedad de FIBE S.A. (acta visible a folio 37 del expediente administrativo). 9) Que el 11 de abril del 2007 la señora Cecilia Ortiz Chavarría se apersonó a la Municipalidad de Talamanca manifestando su oposición a la solicitud de permiso de uso efectuada por Producciones Fibe S.A., requiriendo no otorgar permiso de uso en el terreno descrito con el plano L-1108809-2006 al ostentar ella desde más de 30 años una "posesión" legítima (acta de manifestación visible a folio 36 del expediente administrativo). 10) Que a efecto de resolver en definitiva la nota del 29 de junio del 2006, el Concejo Municipal de Talamanca, mediante sesión ordinaria N.º 49 del 25 de abril del 2007 en su acuerdo 4, rechazó la gestión presentada, con base en los fundamentos que se transcriben: " 1)Que en el caso en examen, conforme lo establece el artículo 156 del Código Municipal, el recurso de revocatoria y apelacíno deberán presentarse en un plazo de 5 días, siendo que el interesado lo presentó en la especie casi once meses después, por lo que debe entenderse su presentación como extemporánea. 2) Por otra parte, de conformidad con la inspección y situ (sic) verificada e fecha 22 de febrero del 2007, así como las manifestaciones hechos por la señora Cecilia Ortiz Chavarría, es evidente que el derecho que alega Producciones FIBE S.A. sobre el terreno descrito por ellos mediante plano catastrado No. L-1108809-2006, no ha sido ejercitado plenamente y aún más se encontraría en discusión, puesto que la señora Cecilia Ortiz Chavarría, afirma que dicho terreno lo sería de posesión suya y de su familia, desde hace aproximadamente 25 años, asimismo, es de mencionar que sobre el terreno ubicado sobre el rumbo sur del camino que comunica a Manzanillo, no se ha levantado infraestructura alguna que eventualmente (sic), sino únicamente se mantiene cercado y cojn un contenedor en aparente desuso. 3) Que por lo expuesto, se procede a otorgar permiso de uso de suelo a favor de FIBE S.A. únicamente sobre el terreno descrito mediante plano catastrado L-1107384-2006, ubicado al norte de la carretera principal que comunica a Manzanillo, en donde existen construcciones y una ocupación real por parte de dicha empresa y se procede a denegar el permiso de uso sobr el terreno ubicado contiguo a Cabinas Mariana, descrito mediante plano L-1108809-2006. Por tanto: De plano se rechaza el recurso de impugnación y revocatoria presentado por ser extemporáneo de conformidad con lo establecido en el artículo 156 del Código Municipal. Asimismo, se autoriza por las razones expuestas en el considerando de esta resolución, el permiso de uso a favor de Producciones FIBE, S.A, sobre el terreno descrito mediante plano Catastrado N.º L-1107384-2006, y se deniega el permiso de uso sobre el terreno descrito mediante plano catastrado L-1108809-2006. Acuerdo definitivamente aprobado. Notifíquese..." (Visible a folios 8 y 9 de los autos). 11) Que mediante sesión ordinaria N.º62 del 25 de julio del 2007, acuerdo 6 el Concejo Municipal de la Municipalidad de Talamanca ordenó que "...valorando que dicha empresa hace una ocupación irregular e ilegal de una franja de zona marítimo terrestre, por no mediar autorización expresa por parte de esta Administración, se autoriza en este acto el inicio de las diligencias administrativas a fin de confirmar la recuperación del terreno que sin autorización de esta municipalidad ocupa irregularmente la empresa Producciones FIBE, S.A, debiéndose verificar las prevenciones, infracciones o en su defecto coordinar con el Ministerio de Seguridad Pública, con el objeto de verificar el desalojo respectivo y con el Juzgado Penal, a fin de autorizarse la demolición de construcciones ilegales, si las hubiera. Acuerdo aprobado por cuatro votos, el Regidor Marvin Gómez, no firmó esta moción ya que se ausentó de la Sesión con permiso del señor Presidente Municipal..." 

(Visible a folio 4 del expediente administrativo). 12) Que el 03 de agosto del 2007, el representante de la sociedad demandante interpuso denuncia en contra de la señora María Cecilia Ortiz Chavarría, por falso testimonio, a la cual se le dio curso en la Fiscalía de Bribrí, en sumaria número 07-000642-0597-PE (folios 31 a 72 de los autos). 

II.-

De los hechos no probados.- Se reformula el elenco de hechos no probados para que en lugar del descrito en la sentencia venida en alzada, se tengan los siguientes: 1) Que la solicitud del permiso de uso del suelo sobre el lote que resultó denegado - actualmente con el plano número L-1108809-2006 - se hubiere presentado muchos años antes de la denegatoria municipal, sin que se le hubiese dado trámite alguno (los autos). 2) Que la parte accionante hubiere obtenido y pagado derechos de ocupación sobre el lote que consigna el plano L-1108809-2006. 3) Que ante la tardanza en resolver el reclamo interpuesto el 29 de junio del 2006, Producciones Fibe S.A. hubiere tenido muchos problemas, especialmente ante la promulgación de la Ley 8464, denominada "Declaratoria de ciudad para las comunidades de Cahuita y Puerto Viejo del cantón de Talamanca, provincia de Limón", la cual fue declarada nula en Voto 09-003113 de las catorce y cincuenta y nueve horas del veinticinco de febrero del dos mil nueve, de la Sala Constitucional. (los autos). 4) Que la sociedad actora ostente una escritura en la cual la señora Cecilia Ortiz Chavarría o su familia le traspasara algún "derecho de posesión" sobre el lote que actualmente tiene el número de plano L-1108809-2006 (los autos). 5) Que existan "patentes" sobre ese lote (los autos). 6) Que la actora haya realizado "mejoras" sobre el inmueble (los autos). 7) Que la señora Cecilia Ortiz haya incurrido en falso testimonio (los autos). 

III.-

De los motivos del recurso de apelación.- 

Expresa la parte accionante los siguientes motivos que fundamentan su recurso de apelación: Primero; respecto del Considerando Primero, invoca que conforme a la Ley de la Zona Marítimo Terrestre -Ley 6043-, establece la facultad que tiene la municipalidad de otorgar o no permiso de uso de suelos en forma precaria a la o las personas que lo soliciten cuando lo considere conveniente, pero ello no implica que la posesión en precario pueda ser menoscabada por la Administración, conforme a la Ley General de la Administración Pública. Invoca que no pueden ejercerse potestades exorbitantes de la Administración en contra del derecho del administrado. Estima que con base en el artículo 154 de esa misma ley, se prohíbe la intempestividad y la arbitrariedad administrativa cuando median permisos en precario, estimando que la actuación formal y material administrativas nunca pueden menoscabar el debido proceso, de modo que la revocación no puede ser antojadiza o autoritaria. Agrega que el debido proceso ha sido cumplido parcialmente, pues la actora ha solicitado a la Municipalidad desde el 19 de agosto del 2005 (sic, en realidad fue el 29 de junio del 2006) en reiteradas oportunidades, que le certifique con vista en los registros internos, desde qué fecha ha cancelado el derecho de ocupación en milla marítima, siendo que a la fecha no ha recibido respuesta. Estima que esas actuaciones la han dejando en un estado de "indefinición". Segundo; manifiesta que el argumento de la demandada que indica que no se acreditó un "mejor derecho de posesión u ocupación, real y efectivo sobre el inmueble, incongruencias en el área indicada en los planos, en la solicitud escrita y en las copias simples de los supuestos testimonios de escritura de traspasos de derechos, ocupación irregular y no autorizada puesto que se instaló un contenedor de trailer sin permiso de la Municipalidad" carece de sustento, pues habiendo aportado escrituras que demuestran la adquisición de buena fe, incluyendo los traspasos realizados por parte de la familia de la Cecilia Ortiz, planos catastrados a nombre de la actora y ante la demostración de los pagos hechos por Producciones Fibe durante "muchísimos años", por lo que no puede haber conflicto de derechos. Además considera que consta en el expediente que el mantenimiento del inmueble durante "muchísimos años" no lo ha realizado ni la Municipalidad ni Cecilia Ortiz, sino únicamente la actora. Concluye la recurrente preguntándose que "si eso para el juzgador no es un daño, entonces qué es? Donde está la documentación que acredite un mejor derecho por parte de la señora Ortiz", y finalmente solicita se "deje sin efecto" la sentencia venida en alzada. 
IV.-

Aclaración sobre el acto impugnado. Al revisarse sendos escritos de interposición y deducción de la demanda, se logra apreciar con claridad que el acto administrativo que se impugna es el acuerdo 04 de la sesión ordinaria número 49 del 25 de abril del 2007 del Concejo Municipal de Talamanca (folios 5 y 6 de los autos), entendiéndose que se impugna la parte del acuerdo que le produce perjuicio, específicamente en cuanto le denegó el permiso de uso sobre el lote que ostenta el plano número L-1108809-2006. 

V.-

Sobre la ausencia de agotamiento de la vía administrativa. Mediante Voto de la Sala Constitucional número 3669-2006 de las 15:00 horas del 15 de marzo de 2006, se estableció que el debido agotamiento de la vía administrativa en sede municipal constituye un requisito constitucional de prejudicialidad, que ha de ser satisfecho y constatado de previo a acceder al control jurisdiccional. El artículo 157 del Código Municipal establece la posibilidad de impugnar las resoluciones dictadas por el Concejo Municipal por vicios de nulidad absoluta, en el plazo de cinco días o diez años años, ya sea mediante recurso de apelación o con recurso extraordinario de revisión, respectivamente. La Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa dispone en el artículo 96.3 la suspensión del proceso a efectos de subsanar el agotamiento de la vía administrativa, el cual es atendido por la Sección Tercera, en calidad de jerarca impropio que resuelve en sede administrativa la materia municipal. En los autos se aprecia que durante la sustanciación del proceso se omitió la exigencia de este requisito, por lo que la juzgadora de instancia optó por resolver por el fondo la causa a efectos de garantizar el acceso a la tutela judicial efectiva. Coincide esta Sección con la juzgadora, pues más allá de las exigencias de agotamiento de la vía administrativa - ya superada en otras materias- , impera la necesidad de brindar certeza y seguridad jurídica a las partes respecto de esta controversia, garantizando la resolución del conflicto en sede judicial. Más gravoso resultaría no permitirlo, pues ello sería lesionar el derecho de las partes de accesar a estrados judiciales con la finalidad de que se les solucione de una vez el asunto, por lo que se procede de inmediato a conocer el fondo del recurso. 

VI.-

Sobre la zona marítimo-terrestre y su régimen jurídico .- 

Desde los inicios de la historia patria, los litorales fueron protegidos mediante lo que se denominó la "milla marítima", con la Ley número 162, de veintiocho de junio de mil ochocientos veintiocho, en la que se recogió el precepto de la demanialidad de las costas nacionales, como legado de la época colonial (Real Cédula, del quince de octubre de mil setecientos cincuenta y cuatro). Todas las normas posteriores relacionadas, reforzaron este concepto -Código General de mil ochocientos cuarenta y uno, Ley número 7 de 31 de agosto de 1868, Ley de Aguas, número 8, de 26 de mayo de 1884, Código Fiscal de 1885, Ley número 11 de 22 de octubre de 1922, Ley número 75 de 30a de agosto de 1924-. Con las leyes número 19, de 12 de noviembre de 1942 y la número 201, de 26 de enero de 1943, se redujo su extensión, a doscientos metros para ambas costas; provocando así, las primeras desafectaciones de este bien, en relación a todos aquellos terrenos más allá de la determinación hecha, y su consecuente apropiación particular. Los terrenos contenidos en los doscientos metros exceptuados por las dos leyes precitados, continuaron siendo bienes de dominio público, no reducibles a dominio privado por ser inalienables e imprescriptibles, y confirmados en legislación posterior. Con la Ley número 4558, de 22 de abril de 1970, en su Transitorio III, se desafectaron ciento cincuenta metros de los doscientos metros, después de los primeros cincuenta metros, contados a partir de la pleamar, al autorizarse a los particulares que hubiesen poseído por más de treinta años, en forma quieta, pública, pacífica y sin interrupción, lotes en ese sector, a inscribirlos por medio del trámite de informaciones posesorias ante las autoridades jurisdiccionales, normativa que resultó derogada con la Ley número 5602, que entró en vigencia a partir del 14 de octubre de mil novecientos setenta y uno ese año. El 02 de marzo de 1977 se promulgó la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, número 6043, vigente hasta la fecha, en la que se mantiene la demanialidad de los doscientos metros a lo largo del litoral del país. De lo anterior se desprende que a lo largo de nuestra vida independiente, las zonas costeras costarricenses han sido calificadas como bien demanial (dominical, demanio o de dominio público) y por ende, inalienables, imprescriptibles, inembargables, así como la sujeción al poder de policía en lo relativo a su uso y aprovechamiento (ver Voto de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia en sentencia número 7, de las quince horas cinco minutos del veinte de enero de mil novecientos noventa y tres). En virtud de lo anterior, y al tenor de lo dispuesto en el artículo 6 de la Constitución Política, la zona marítimo terrestre adquiere la condición de bien demanial de la Nación, consideración que es reforzada por el artículo 1° de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, en tanto dispone textualmente que "La zona marítimo terrestre constituye parte del patrimonio nacional, pertenece al Estado y es inalienable e imprescriptible. Su protección, así como sus recursos naturales, es obligación del Estado, de sus instituciones y de todos los habitantes del país. Su uso y aprovechamiento están sujetos a las disposiciones de esta Ley." 

La zona marítimo terrestre está divida en dos zonas: la pública, que comprende la faja de cincuenta metros de ancho, contados de la pleamar ordinaria, compuesta por la litoral, orilla o costa del mar que se extiende por las rías y esteros permanentes, hasta donde éstas sean sensiblemente afectadas por las mareas, y presenten características marinas definidas (artículo 2 inciso h) del Reglamento a la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, Decreto Ejecutivo número 7841-P); y la restringida, constituida por los restantes ciento cincuenta metros, la cual puede ser objeto de concesión municipal en beneficio de particulares de conformidad con las exigencias legales, con la cual el administrado consolida un derecho en su favor (artículos 10, 39 y siguientes de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre). 

VII.-

Sobre la revocación de derechos alegada por la apelante. Aún y cuando la exposición fáctica de la apelante hubiera sido demostrada, la tesis jurídica que propone resulta improcedente y abiertamente contraria a la normativa que rige la materia. No es posible reconocerle algún "derecho de posesión" en razón de la naturaleza jurídica del bien de que se trata, que lo saca fuera del comercio de los hombres (inalienabilidad), además de que no resulta posible su adquisición mediante un traspaso que, en todo caso, no ha sido demostrado. Curiosamente, la actora alegó que lo venía ocupando desde 1988 en su solicitud del 15 de abril del 2004, pero contrariamente indicó en su libelo de demanda, que lo había "comprado" , para lo cual aportó contratos suscritos en años posteriores. Por ello, no es de recibo ninguna posesión de parte de la actora, en atención a que, según se explicó anteriormente, tales zonas tienen la condición de demanialidad desde la época de la colonia. De lo anterior se desprende que aún cuando la parte considera que tiene algún derecho o interés legítimo ello no es cierto, pues la única manera de tenerlo sería a través de una concesión formalmente otorgada por la Municipalidad demandada, o bien, mediante un permiso de uso que se entiende como un derecho debilitado o en precario –simple interés legítimo-. Esta figura es regulada en la Ley General de la Administración Pública, en sus ordinales 152 a 157, y establece un procedimiento específico para su revocación la cual resulta procedente cuando se contrapone la eficacia de los derechos creados y la naturaleza o demás circunstancias de la relación jurídica, con el interés público, lo cual da fundamento para ponerle fin (artículo 152, párrafo 2°, LGAP). La revocación puede estar fundada en la aparición sobrevenida de circunstancias de hecho ignoradas o inexistentes al momento de dictarse el acto administrativo que se pretende revocar o en una ponderación diferente de las circunstancias que originaron el acto o del interés público involucrado. El artículo 154 de la Ley General de la Administración Pública señala que los permisos de uso de dominio público y los demás actos que le reconozcan al administrado un derecho a título precario pueden ser revocados por razones de oportunidad o conveniencia, no obstante, tal revocación no puede ser intempestiva, arbitraria y requiere de un plazo prudencial para su cumplimiento. Ello se logra mediante un procedimiento administrativo ordinario el cual resulta de observancia obligatoria cuando se suprimen o deniegan, incluso, intereses legítimos (artículo 308, párrafo 1°, inciso a, LGAP), todo con el propósito de respetar el debido proceso y el derecho a la defensa. Sin embargo, el caso en estudio no se encuentra ante este supuesto, pues la parte apelante no ostenta de ningún tipo de derecho subjetivo ni interés legítimo al venir a reclamar terrenos que, por su naturaleza, no le pertenecen y están sometidos a un régimen jurídico especial. Tampoco estamos en presencia de la revocación de un derecho en precario, como expone la parte en su libelo de apelación, pues éste nunca le ha sido concedido por la Administración demandada. Debe comprender la parte recurrente que el lote que reclama, al encontrarse en el área restringida de la zona marítimo terrestre, no le pertenece, no puede ser objeto de posesión alguna, está fuera del comercio de los hombres y, por ende, no es negociable, es propiedad del Estado y, como tal, intransmisible, y de él sólo puede obtener algún derecho precario una vez que la Municipalidad le reconozca derecho de uso, o bien, cuando se le reconozca mediante concesión, habiéndose comprobado que cumple con las exigencias de ley. Cualquier escritura de traslado de "dominio" o de "derecho de posesión" no tiene validez ni surte efectos jurídicos, así como tampoco la existencia de planos catastrados a su nombre (en los que sólo se da fe del área medida), y allí es donde yerra la parte desde que interpuso su demanda, al haber estimado erróneamente que con la adquisición o "compra" a terceros y la existencia de planos logró consolidar algún derecho. Inclusive, se ha demostrado que el lote está cercado (sin saberse, a ciencia cierta, por quién) y la parte actora instaló un contenedor con su nombre allí. Sobre ello cabe indicar que no puede un particular pretender ingresar a un terreno de este tipo, solamente por ostentar de un contrato de compra venta, cuando ni siquiera ha obtenido permiso de la Administración. Ello se configura en una vía de hecho (una mera ocupación) del particular, quien asume su propio riesgo pues la Administración Pública está obligada a proteger, defender y recuperar el dominio público administrativamente de oficio, incluso con el auxilio de la fuerza pública, cuando el administrado se introduce al mismo a detentarlo y explotarlo de esa misma manera. En estos casos, el artículo 13 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre habilita a cualquier autoridad de la jurisdicción y a las municipalidades al desalojo de los infractores de esa ley e inclusive a la destrucción o demolición de las construcciones, remodelaciones e instalaciones realizadas por aquéllos sin responsabilidad ninguna. Obsérvese que ese mismo artículo obliga a levantar una información previa al efecto –que no es más que un procedimiento sumario administrativo- “si se estimare necesaria”. Esa necesidad se encuentra impuesta por la legitimidad o ilegitimidad de la ocupación, de tal manera que –como se indicó supra- si el actor ingresó por la vía de hecho, pues simplemente afirmó que venía "ocupándolo", sin permisos municipales, instalando un contenedor en el lote, puede ser excluido y expulsado por la misma vía. Sin embargo, debe advertirse que este último aspecto no ha sido objeto del proceso, lo cual no da motivo para revisar la sentencia impugnada, pero que sí se estima necesario aclarar a la parte apelante toda vez que invoca en su recurso la transgresión al debido proceso, en aras de evitar mayores confusiones. 

VIII.-

Sobre la valoración de la prueba evacuada. Partiendo de que el acto administrativo que se impugna es el acuerdo 04 de la sesión ordinaria número 49 del 25 de abril del 2007 del Concejo Municipal de Talamanca, en cuanto le denegó el permiso de uso sobre el lote que ostenta el plano número L-1108809-2006, la valoración de la prueba exige que se aprecie con cuidado dicho plano, el cual se encuentra visible a folio 27 del expediente administrativo y representa un lote de cuatro mil trescientos setenta y ocho metros cuadrados con veinte decímetros cuadrados (4378,20 m2) que colinda al norte con zona pública inalienable, sur calle pública, este Joseph John Korchmaros y Federico Picado Odio, y oeste Norma Ortiz Chavarría. La tesis esgrimida por la parte accionante tiende a la defensa de lo que considera su derecho subjetivo o interés legítimo, sustentada en lo que califica como un "derecho de posesión" de un lote ubicado en el área restringida obtenido a través de la transmisión mediante escritura pública que le hiciera en algún momento la señora Cecilia Ortiz Chavarría o su familia y con base en los planos existentes y los pagos que por tal concepto ha realizado en favor del municipio. Tal y como se verificó en el elenco de hechos no probados, la parte accionante no logró acreditar la existencia de una escritura de traspaso en su beneficio respecto del lote que representa el plano L-1108809-2006. Al revisarse la solicitud de concesión presentada el 15 de abril del 2004, la parte reclamó un lote de cuatro mil quinientos cinco metros con veinticinco decímetros cuadrados (4505.25m2), colindante al norte con la zona pública inalienable, sur calle pública, este Peter Fischer y Federico Picado Odio, y oeste con Norma Ortiz, Marianita Harvey y Norma Ortiz, indicando que como mejoras tiene cercas de cinco hilos de alambre, más limpieza y mantenimiento. Pese a que indicó que venía ocupando el lote desde 1988 en la solicitud presentada ante la Municipalidad el 15 de abril del 2004, también le adjuntó la escritura trescientos doce de las catorce horas del 23 de enero de 1991, expedida por la notaria pública Ingrid Reischfleger Montero, en que compra dos lotes con medidas y linderos totalmente diferentes a la señora Lorena Montero Coto (folios 134 y 135 del expediente administrativo). Lo mismo ocurre en el contrato denominado "Carta Venta de una Propiedad sin Inscribir", suscrito el 27 de setiembre de 1993 con la señora Cecilia Ortiz Chavarría, del cual se desprende que negoció con la mencionada señora Ortiz Chavarría un lote que mide mil trescientos noventa y cinco metros sesenta y tres decímetros cuadrados (1395,63 m2), que linda al norte con calle pública (frente al mar Caribe), sur con la compradora, este con Peter Ficher y oeste con Norma Ortiz Chavarría y María Anita Harvey Chavarría. Por la ubicación y linderos, todo parece indicar que la descripción del lote que en teoría "compró" a la señora Ortiz Chavarría, corresponde a otro plano catastrado, específicamente el número L-1107384-2006 que se encuentra a folio 28 del expediente administrativo, con una leve diferencia en cuanto a la cabida. Nótese que en el acuerdo impugnado, sí se le otorgó el derecho de uso respecto de este último plano (ver folio 31 del expediente administrativo), que es el que parece concordar con el terreno "comprado" a la señora Ortiz Chavarría. Mas sin embargo, no se aprecian elemento de convicción que den algún grado de certeza de la "obtención" del lote cuyo derecho de uso fue denegado en el acto administrativo impugnado, reflejado en el plano L-1108889-2006, pues ninguno de los contratos aportados concuerdan ni en cabida ni en linderos con la descripción que este detalla. Ni siquiera se le puede dar algún valor probatorio a la solicitud de concesión de fecha 16 de diciembre de 1991 (folios 11 a 121), pues esta se refiere a un terreno con características totalmente diferentes. Parecido ocurre con los pagos realizados por concepto de derecho de ocupación, pues no es posible tener certeza respecto de cuáles terrenos canceló con los recibos aportados, máxime si se ha evidenciado del elemento probatorio existente, que la parte actora ha ido "adquiriendo" varios terrenos ubicados en Puerto Viejo, y sobre todo porque los comprobantes de pagos por derecho de ocupación revelan que ha sido por concepto de "casa de habitación" (ver folios 61 y 64), resultando que el lote que es objeto de este proceso no tiene ningún tipo de construcción, salvo la cerca que le rodea. Inclusive, ni siquiera demostró la parte apelante que sobre el inmueble se estuviere explotando una patente, pues la prueba que aportó al respecto (contrato de arrendamiento de folio 48 y comprobante de ingresos por patente municipal para alquiler de bicicletas de folio 47, ambos de los autos), viene referida al arrendamiento de un terreno cuyas características tampoco coinciden con el lote reclamado. Con ello pierde interés la situación de posibles mejoras que hubiere realizado el actor sobre el terreno, las cuales tampoco indicó a qué se referían en su libelo de demanda, por lo que no es necesario siquiera entrar a conocer. 

IX.-

Conclusión. Se aprecia de los autos que de los documentos aportados como elementos probatorios, no existe convicción alguna de que la sociedad actora ostente algún tipo de derecho subjetivo ni interés legítimo -derecho precario- sobre el lote ubicado en el área restringida de la zona marítimo terrestre de Puerto Viejo de Limón, con plano catastrado L-1108809-2006, objeto de este litigio. Así las cosas, no existe mérito para dar razón a la parte apelante respecto del motivo de su recurso, tendiente a que se le valore lo actuado por la Municipalidad de Talamanca, no apreciándose ningún tipo de arbitrariedad ni intempestividad en lo actuado. Asimismo, concuerda esta Sección con lo resuelto por la jueza de instancia, quien no apreció ningún vicio del acto administrativo impugnado, en el tanto sobre la base de los mismos elementos de convicción aportados a este proceso, además de no haberse acreditado un mejor supuesto "derecho de posesión u ocupación", real y efectivo sobre el inmueble, existen incongruencias en el área indicada en los planos, en la solicitud de concesión y en los testimonios de escrituras, evidenciándose una simple ocupación irregular por parte de la actora, en los términos resueltos por el Concejo Municipal de Talamanca. Se debe entender, asimismo, que siendo una potestad unilateral y facultativa del Municipio, el otorgamiento del permiso de uso sobre el lote en cuestión, ante el conflicto de intereses evidenciado con la señora Cecilia Ortiz Chavarría, bien hizo el gobierno local en denegar la solicitud planteada, motivo por el cual tampoco se aprecia defecto alguno en los motivos de dicho acto administrativo. Con base en ello, se encuentra que el acuerdo 04 de la sesión ordinaria número 49 del 25 de abril del 2007 del Concejo Municipal de Talamanca impugnado, se encuentra bien fundamentado y no tiene vicios en cuanto a su contenido y, por ende, los motivos del recurso no resultan de recibo, debiéndose rechazar. En su lugar, debe confirmarse la sentencia venida en alzada. 

POR TANTO: 

Se confirma la sentencia apelada. 

Evelyn Solano Ulloa 

Bernardo Rodríguez Villalobos Juan Lu / Giusti Soto 

Exp: 07-000616-0163-CA 
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	“ II.-

La Sala Constitucional en Voto No. 3669-06 de las 15 horas del 15 de marzo del 2005, anuló la obligación de agotar la vía administrativa para plantear los procesos en vía contencioso administrativa y civil de hacienda, dejando ese trámite como facultativo para el administrado, así como la posibilidad de declarar la inadmisibilidad de la demanda de los actos tácitamente consentidos. Sin embargo, en la misma resolución indicada, se establecieron dos excepciones así:   “VII.- 

AGOTAMIENTO PRECEPTIVO IMPUESTO POR EL TEXTO CONSTITUCIONAL. El Constituyente originario estableció varias hipótesis en que el agotamiento de la vía administrativa resulta preceptivo, al entender que el órgano o instancia que revisa o fiscaliza un acto administrativo determinando es una garantía de acierto, celeridad y economía para el administra. En tales circunstancias, se encuentran los numerales 173 respecto de los acuerdos municipales, en cuanto el párrafo 2, de ese numeral establece que si no es revocado o reformado el cuerdo objetado o recurrido, los antecedentes pasarán al Tribunal dependiente del Poder Judicial que indique la ley para que se resuelva definitivamente y 184 en cuanto le reserva a la Contraloría General de la República la jerarquía impropia de los actos administrativos dictados en materia de contratación administrativa. En estos dos supuestos, al existir norma constitucional que le brinda cobertura al agotamiento preceptivo de la vía administrativa no puede estimarse que sea inconstitucional ese presupuesto obligatorio de admisibilidad de un proceso contencioso- administrativo”. La dependencia del Poder Judicial encargada de la jerarquía impropia, es el Tribunal Contencioso Administrativo. Como se observa sigue siendo preceptivo agotar la vía administrativa, mediante el recurso de jerarquía impropia ante este Tribunal, en materia de acuerdos de los Concejos Municipales. Antes del 1 de enero del 2008, la escalerilla recursiva en materia municipal era: a.- funcionario dependiente del Alcalde- Alcalde- Concejo Municipal- Tribunal Contencioso Administrativo.   b.- 

funcionario dependiente del Concejo Municipal- Concejo Municipal- Tribunal Contencioso Administrativo. Después de la data indicada, es la siguiente   a.- 

funcionario municipal- Concejo Municipal- Tribunal Contencioso Administrativo (artículos 154, 156 y 161 del Código Municipal)   De manera que cualquier acto municipal emitido por un órgano distinto del Concejo Municipal, tiene que ser apelado ante éste y lo que se decida tiene a su vez recurso de alzada ante el Tribunal Contencioso Administrativo, siendo éste último el que agota la vía administrativa.   III .- 

Sin embargo, el caso concreto presenta una particularidad importante. El acto impugnado emanó de la Sección de Permisos y Patentes de la Municipalidad de San José, y versa sobre materia tributaria (cobro del impuesto de patente). Cuando se emitió esa disposición, estaba vigente el texto original del artículo 156 del Código Municipal (antes de la reforma introducida por el Código Procesal Contencioso Administrativo, que rige a partir del 1 de enero del 2008), que expresamente establecía que cualquier acuerdo municipal (entiéndase del Concejo) estará sujeto a los recursos de revocatoria y de apelación (ante el Tribunal Contencioso Administrativo como jerarca impropio), excepto “e) Los sometidos a los procedimientos especiales dispuestos en los artículos 82, 83, 89 y 90 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, No. 3667, de 12 de marzo de 1966”, lo que incluye entonces la materia tributaria. En ese momento, quien agotaba la vía administrativa en asuntos tributarios era el Concejo Municipal. En conclusión: Lo que la Sala Constitucional consideró preceptivo es el agotamiento de la vía por el jerarca impropia (Tribunal Contencioso Administrativo), pero cuando se emitió el acto que aquí se impugna, estaba expresamente excluido del recurso de alzada para ante ese órgano. Siendo así, debe rechazarse como en efecto se hace, al defensa previa interpuesta. “ 
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